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El Estatuto de autonomia de Catalufia prevé en su art. 27.1 y 2 que la Ge-
neralidad de Catalufia pueda suscribir convenios con otras comunidades auténomas.
Esta regulacién debe entenderse a partir del art. 145.2 de la Consticucién, que reco-
noce la posibilidad de las comunidades para celebrar convenios entre si {convenios
horizontales o interautonémicos). Por ello, una aproximacién al régimen juridico de
los convenios que puede suscribir la Generalidad de Cacalufia con otras comunidades
auténomas debe empezar por un examen de la regulacién constitucional para, segui-
damente, analizar la regulacién de esta técnica de cooperacién en el Estatuto cataldn y
en sus normas de desarrollo. No obstante, una aproximacién a los convenios entre la
Generalidad de Catalufia y otras comunidades no puede quedarse anclada Gnicamente
en el examen del marco normativo que la Constitucién y el ordenamienco cataldn
prevén para la celebraci6n de estos convenios. Por el contrario, es necesario examinar
c6mo se han desarrollado en la priceica las relaciones cooperativas de la Generalidad
con otras comunidades y cudles han sido las posibles causas que han motivado —pue-
de ya adelantarse — la no suscripcion de esos convenios, a pesar de ser un instrumento
que podria resultar de una gran utilidad para resolver problemas entre la Generalidad
de Catalufia y otras comunidades sin la presencia de la Administracién central.

1. La regulacién constitucional de los convenios entre comunidades
autébnomas

El arr. 145.2 CE contempla la posibilidad de que las comunidades auténomas
suscriban convenios entre si en los siguientes términos:

«Los Estatutos de Autonomia podrin prever los supuestos, requisitos y términos
en que las Comunidades Aurénomas podrdn celebrar convenios entre si para la gestién
y prestacién de servicios propios de las mismas, asi como el cardcter y efectos de la
correspondiente comunicacién a las Cortes Generales. En los demds supuestos, los
acuerdos de cooperacion entre Comunidades Aurénomas necesitarin la autorizacién de
las Cortes Generales.»

El constituyente espafiol prefiguraba un Estado compuesto y por ello, desde los
primeros momentos del proceso constitucional se pensé en la necesidad de que la
futura Constirucién dedicara algiin precepto a las relaciones de colaboracién entre los
nuevos entes territoriales que habfan de constituir el Estado espafiol. Ahora bien, el
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constituyente no consideré necesario proclamar expresamente el principio de colabo-
racién ni regular ex constitutione las téenicas de cooperacidn entre el Estado y las comu-
nidades, de forma que tan sélo previd las relaciones convencionales entre comunidades
auténomas en el precepto transcrito. Postblemente, los motivos que guiaron al consti-
tuyente encuentran su razén ultima en el temor a que los convenios horizontales
pudieran constituir un embrién para la creacién de nicleos de poder susceptibles de
amenazar la existencia del Estado. De ahi la rigurosa intervencién parlamentaria que
la Constitucién prevé para la conclusidn de los acuerdos de cooperacifn y la expresa
prohibicién de la federacién de comunidades en el pirrafo primero del arc, 145.1 CE."

El art. 145.2 CE no tiene ningiin precedente ditecto en la historia constitucional
espaiola, ni siquiera en la Constitucién de la Segunda Repuiblica espafiola, que fue el
primer texto constitucional aprobado de nuestra historia donde se prefiguraba un
Estado descentralizado. No obstante, la Constitucién de 1931 inspiré de forma clara
el pdrrafo primero de nuestra actual Consticucién ya que el art. 13 de aquélla prohibia
la federacién de regiones auténomas.

Por lo que respecta al derecho comparado, cabe sefialar que el art. 145.2 CE
tampoco riene parangén en otros textos constitucionales de nuestro dmbito. As{ las
Constituciones que mayor influjo ejercieron en nuestro constituyente se limitan a
reconocer la posibilidad de que los entes territoriales celebren convenios hotizontales o
ncluso ni siquiera se recoge consticucionalmente esa posibilidad.

Este diltimo es el caso de Alemania,” pues la Ley fundamental de Bonn no prevé la
celebracién de convenios entre Lander y, s6lo tras su reforma en 1969, contempla
explicitamente que éstos y el Bund puedan actuar por via convencional {art. 91, &
GG). No obstante, ya antes de esta fecha se entendia de forma uninime que la ca-
pacidad para celebrar ambos tipos de convenios era algo consustancial al cardceer
estatal de las dos instancias.

En Austria’ la Constirucién contempla expresamente tras su reforma en 1974 la

1. La previsién de un precepto relativo a los convenios horizontales aparece ya en el Anteproyecto de
Constitucién y el debate del mismo precipité la inclusién de un nuevo pérrafo —el future art. 145.1
CE— que prohibia expresamente la federacitin de comunidades auténomas. La insercién de este inciso
acaparé la discusi6n paclamentaria hasta el punto de reabrir el debate sobre el modelo de Esrado que ibaa
prefigurar la furura Constitucién, cuestion que ya se habia planteado durante la discusién de los arc. 1y
2 CE. La ardua discusidn que precedis al arc. 145.1 CE relegé a un segundo plano ¢l debate sobre la
inicial previsi6n que acerca de los convenios contenia el Anteproyecto de la Constitucién. El texto del
accual arc. 145.2 CE tiene su origen inmediato en una enmienda presentada en el Senado por la Entesa
dels Caralans donde se proponia una doble ripologia de convenios que diferenciaba entre convenios de
colaboracién y acuerdos de cooperacién a la vez que prescribia para los mismos una intervencién de las
Cortes Generales diversa en cada supuesto, que se concretaba, respectivamente, en una comunicacién al
Parlamento central y una aurorizacién del mismo. La redaccién final fue adoptada en la Comisién Mixta.

Véase, para todo lo dicho, el Diario de Seriones del Congreso de los Diputados, de 14 de junio de 1978,
pig. 3261-3262, 3269-3270 y el Diario de Sesiones del Senado, de 12 de septiembre de 1978, pig. 2556,
y de 3 de occubre de 1978, pig. 3241-3242.

2. Pueden consultarse E. Alberti Rovica, Federalitme y cooperacién en la Repiblica Federal Alemana,
Centro de Estudios Constitucionales, Madrid, 1986, especialmence pig. 490-504; M. J. Montoro Chi-
ner, Convenios entre Federacidn y estados miembros en la Reopiblica Federal Alemana, Tecnos, Madrid, 1987,
Pég. 33, y C. Greywe-Leymarie, Le fddéralisme coopérarif en République Fédérale d Allemagne, Economica,
Paris, 1981, pig. 69.

3. Mis ampliamente véase en C. 5. Douin, Le fédéralisme autrichien, Librairie Générale de Droirt et de
Jurisprudence, Paris, 1977, pdg. 80-81, y P. Petra, I sistema federale austriaco, Guiffre Edivore, Mil4n,
1980, pig. 283 y 290,
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posibilidad de que se celebren convenios no sélo entre los Lénder sino entre éstos y la
Federacién (arc. 15.  Overf).

En Italia® la Constitucién no prevé la celebracién de convenios verticales ni hori-
zontales. Ha sido la Ley 382/1973, de 22 de julio, desarrollada por el Decreto
616/1977, de 24 de julio, la que por primera vez ha contemplado la posibilidad de
que las regiones celebren acuerdos «para las actividades que afecten a sus territorios
limitrofes» (art. 1.2 de la Ley 382/1975, y, en ese mismo sentido, el art. 8 del
Decreto 616/1977).

Quizi el texto constitucional que mayores concomitancias presenta con el nuestro
sea el de Suiza,’ ya que admite la celebracién de convenios entre la Confederacién y los
cantones, asi como los convenios intercantonales. No obstante, sélo éstos aleimos,
conocidos comiinmente coOmo concordatos, aparecen expresamente previstos en el art. 7
del texto constitucional en unos términos que recuerdan el tenor del are. 145.2 de
nuestra norma fundamental. Asi, el mencionado precepto de la Consticucién helvéti-
ca, tras prohibir en su apartado primero cualquier alianza o tratado de naturaleza
politica entre cantones, permite en el pdrrafo segundo la celebracién de acuerdos
intercantonales sobre materias objeto de legislacién con el requisito de su posterior
comunicacién a la autoridad federal.

1.1 Tipologia constitucional de los convenios horizontales: los convenios de colaboracion y los
acuerdos de cooperaciin

1.1.1 Algunos criterios de distincidn

Elart. 145.2 CE distingue dos tipos de convenios horizontales: por una parre, los
llamados convenios de colaboracién para la gestién y prestacién de setvicios propios de
las comunidades auténomas; y por otra, los denominados acuerdos de cooperacién
interautonémicos.

Esta regulacién constitucional plantea un dificil problema hermenéutico: discer-
nir cuindo se estd en presencia de uno u otro tipo de convenios horizontales. Al
respecto, pocas luces arroja la lectura de los debates constituyentes pues la explicacién
més amplia que se puede encontrar es la defensa de esa dualidad de convenios, unos
relativos «a cuestiones de catdcter temporal, y a cuestiones que tienen importancia
para el funcionamiento de las comunidades» que no precisan intervencién de las Cor-
tes, y otros acuerdos que tienen «un significado politico superior y deben ser au-
torizados previamente por las Cortes Generales».® Dicha aclaracién poco ayuda a re-
solver los problemas interpretativos que ha precipitado 1a dualidad de convenios que
prevé el arc. 145.2 CE, pues inmediatamente se plantea cudndo un acuerdo tendria
ese mayor significado politico.

4. Pueden verse P. Santolaya Machetri, Descentralizacion y cooperacién, Instituto de Estudios de Ad-
ministracién Local, Madrid, 1984, pag. 248-261; V. Escuin Palop, Awndlisis de las soluciones italianas a los
problemas del denominads regionalismo cogperative, Fundacién Juan March, «Serie Universitaria», nim. 198,
Madrid, 1983, pig. 36-37, v J. Piflar Mafias, Las relariones entre e Estads y lar vegioner. La experiencia
italiana, Ministerio de Administracién Territorial, Instiruto de Escudios de Administeacién Local, Ma-
drid, 1986, pig. 167-170.

5. Especialmente, ].-F. Aubett, Traité de Droit Constitutionnel Suisse, fditions Ides et Calendes,
Neuchicel, 1967, pig. 228-229, e 1d. (Supplément 1967-1982), Editions Ides et Calendes, Neuchirel,
1982, pig. 64-65.

G. Asi se expresaba $dinz de Baranda, /., pig. 3242.
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La delimitacién de una u otra categoria de convenios no es una mera elucubracién
doctrinal, sino que, por el contrario, tiene la mayor trascendencia desde el momento
que la Constitucion disefia un régimen juridico diverso para uno u otro tipo de conve-
nios que se traduce en el diferente papel desempediado por las Cortes Generales en el
proceso de aprobacidn de aquéllos. Asi, en los convenios de colaboracién basta la mera
comunicacién de los mismos al Parlamento central mientras que en el caso de los
acuerdos de cooperacién, se prescribe constitucionalmente una intervencién de las
Cortes Generales de mayor entidad que se traduce en una autorizacién previa a la
aprobacién del acuerdo en cuestidn.

De ahi que la mayor parte de los esfuerzos doctrinales se hayan centrado en inten-
tar discernir qué cabe entender por uno u otro tipo de convenios. La doctrina no es
pacifica al respecto. Un sector, encabezado por Rivero Ysern,’ sefialé tempranamente
que los convenios de colaboracién serfan aquellos que las comunidades autdnomas
pacten en el marco de sus propias competencias, mientras que los acuerdos de coope-
racién serian los que acordaran las comunidades para el ejercicio de competencias no
propias.® Por su parte, Santolaya Machetti considera que los convenios de colabora-
cién serdn aquellos que pacten las comunidades auténomas sobre materias que corres-
ponden a la comunidad, mientras que los acuerdos de cooperacién versarin sobre
competencias delegadas o transferidas por el Estado.” Tal y como se ha sefialado por
Aja, Tornos, Font, Perulles y Alberti,'" esta interpreracién choca con el tenor det art.
145.2 CE porque traslada el criterio de distincién de ambos tipos de convenios desde
el objeto del convenio —que es el que establece la Constitucién— al titulo competen-
cial. Por ello parece preferible la tesis de Menéndez Rexach, que pone el acento en el
objeto del convenio y defiende que «toda actividad que esté acribuida a la comperen-
cia de las Comunidades (exclusiva 0 no, segin los estatutos) es susceptible de conve-
nios pero sélo en cuanto a la gestidn y prestacién de los servicios correspondientes».
Por el concrario, siguiendo al mencionado autor, la identificacién de los acuerdos de
cooperacién se realizard a través de un criterio residual, es decir, serdn dichos acuerdos
todos los que no sean convenios de colaboracién en el senrido indicado. !

1.1.2 La faculead de calificacién de un convenio horizontal como convenio de
colaboracién o acuerdo de cooperacién

En principio, las comunidades autdnomas suscriptoras del convenio son quienes
deciden la calificacién del mismo bien sea como convenio de colaboracién, bien como

7. ]. L. Rivero Ysern, «La tipologia de los convenios interregionales», en A. Pérez Moreno; J. L.
Rivero Ysern; P. Escribano Collado; J. I. Lépez Gonzilez; J. 1. Morillo-Velarde y F. Lépez Menudo,
Comunidades auténomas. Solidaridad. Estatutos. Organizacidn, Convenios, Instituro Garcia Oviedo, Universi-
dad de Sevilla, Sevilla, 1980, pig. 212.

8. El criterio comperencial ha sido seguido por los Servicios Juridicos de la Secretacia General del
Congreso de los Diputados en un diccamen sobre el convenio de cooperacién cultural entre la Junta de
Andalucta y la Cornunidad de Madrid (vide Revista de las Cortes Generales, nim. 5, 1985, pdg. 226-227).

9. P. Santolaya Machetci, Desceniralizacidn y cooperacidn, op. cit.. Madrid, 1984, pig. 398-409.

10. E. Aja, ). Tornos, T. Font, J. M, Perulles y E. Alberti, E/ sistema juridico de las comunidades
auténomas, Tecnos, Madrid, 1985, pig. 434.

11. A. Menéndez Rexach, Los convenior entre comunidader autinomas, Insticuto de Esrudios de Ad-
ministracién Local, Madrid 1982, pig. 98-103. El crirerio de Menéndez Rexach es compartido, entee
otros, pot Aja y otros, Ef sistema juridico de las comunidades antfnomas, op. cit., pig. 435-436.
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acuerdo de cooperacién, y a través de ese acto determinan el régimen de comunicacidn
o autorizacién previa de las Cortes Generales que corresponda en cada caso.

No obstante, las Cortes Generales ostentan la facuitad de recalificar como acuerdo
de cooperacién el texto que les ha sido remitido inicialmente como convenio de co-
laboracién. Dicha facultad debe ejercerse en el plazo de creinta dias desde que les es
comunicado un proyecto de convenio de colaboracién. De esta manera, las Cortes
Generales ostentan la facultad decisoria acerca de la calificacién de un convenio hori-
zontal en un acuerdo de cooperacién con la consecuencia de que si estiman que el
convenio inicialmente remitido es en realidad un acuerdo, el proyecto de convenio de
colaboracién deberd tramitarse como tal acuerdo y, por tanto, serd preceptiva la au-
torizacién previa del Parlamento central de acuerdo con el arc. 145.2 CE.

Las Cortes disponen de un amplio margen para recalificar el convenio comunicado
en acuerdo de cooperacién tal y como tuvo ocasién de sefialar el Tribunal Constitucio-
nal en la STC 44/1986, de 17 de abril (F] 4). No obstante, una decisién de las Cortes
en ese sentido seria fiscalizable ante el Tribunal Constitucional ya que el Parlamento
central escd sometido a la hora de recalificar un convenio al bloque de la constituciona-
lidad y, por tanto, debe decidir la recalificacién del mismo examinando si los compro-
misos asumidos en el convenio comunicado exceden de la gestién y prestacién de
servicios propios de las comunidades auténomas firmantes.”” En caso contrario, el
Tribunal Constitucional podria controlar la decisién de las Cortes Generales que de-
negara arbitrariamente la autorizacién de un acuerdo de cooperacién, o bien recalifica-
ra como acuerdo un convenio inicialmente comunicado como tal convenio de co-
laboracién.”® En tal caso, serfa nuestro més aleo Tribunal quien deberia decidir en
ileimo extremo la calificacién del convenio.

1.2 La intervencidn de las Cortes Generales en los convenios horizontales

La Constitucién asigna a las Cortes Generales un papel en la cramiracién de un
convenio horizontal que se circunscribe en el caso de los convenios de colaboracién a
ser receptoras de la comunicacién de los mismes, mientras que para los acuerdos de
cooperacién se precisa una intervencién de las Cortes sustantiva y decisoria que se cifra
en una autorizacién de aquellos acuerdos.

1.2.1 La comunicacién de los convenios de colaboracién

La doctrina entiende de forma undnime que la comunicacién del convenio de
colaboracién que concluyan las comunidades auténomas para la gestién y prestacién

12. J. M. Rodriguez Oliver, «Los 4mbitos exentos del contro! del Tribunal Constitucional espa-
fiol», en Ef Tribunal Constitucional, Instituto de Escudios Fiscales, Madrid, 1982, pig. 22.335-22.336.

13. No hay acuerdo en la doctrina a la hora de determinar cuil seria el procedimiento para acudir al
Tribunal Constitucional, Se baraja o bien impugna la decisifn de las Cortes Generales que denegara la
aurorizacién de un acuerdo de cooperacién, o bien la decisién de las Cortes que recalificara un convenio
de colaboraci6n en acuerdo. Partiendo de que dicha decisién de las Cortes no es un acto legislarivo, y de
acuerde con Ajay otros, Ef sistema juridico de fas comunidades auténomas, op. cit., pig. 438, el cauce para
fiscalizar dicha decisién seria el conflicro de comperencias. Otros aurores consideran que la via id6nea
seria el conflicto entre Grganos constitucionales; asi, J. M. Gil Robles, Control y autonomias, Civitas,
Madrid, 1986, pég. 97. Incluso se ha defendido la posibilidad de interponer un recurso de amparo con
base en los art. 22,1y 24.1 CE; en ese sentido, M. M. Razquin Lizarraga, Las comvenios y acuerdss en ef Estatuto
e Autonomia del Pals Vaso, Instituto Vasco de Administracién Pablica, Ofiati, 1988, pig. 67-68.
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de servicios propios tiene el valor de una mera notificacién que aparece como un
requisito de eficacia del convenio.' Por tanto, la ausencia de dicha comunicacién
Gnicamente determinaria que el convenio no pudiera desplegar sus efectos pero, en
ningin caso, afectaria a la vilida formacién de la voluntad negocial del convenio.

Cada estatuto de autonomia regula el plazo dentro del cual deben ser comunicados
los convenios de colaboracién a las Cortes Generales.

Cada cdmara examina por separado la comunicacién del convenio remicido. El
Congreso de los Diputados lo remite a su vez a su Comisién de Asuntos Constitucio-
nales, que adopra una resolucién donde puede recalificar el convenio como acuerdo
(art. 166 del Reglamento del Congreso de los Dipurados). Por lo que respecra al
Senado, la recalificacién sélo puede tener lugar si un grupo parlamentario o veinticin-
co senadores plantea una propuesta en ese sencido. Dicha propuesta de recalificacién
del convenio en acuerdo serd remitida a la Comisién de Autonomia y Organizacién y
Administracién Territorial 0 a una Comisién conjunta. En cualquier caso, la Co-
misién que entiende del asunto elevard al Pleno un dictamen acerca de la posible
recalificacién del convenio en acuerdo y la decisién det Pleno serd comunicada de
inmediato al Congreso (art. 137 del Reglamento del Senado).

La decisién de recalificacién puede ser coincidente en ambas cimaras, en cuyo caso
el presidente del Congreso lo comunicard a los presidentes de las comunidades que
suscribieron el convenio de colaboracién comunicado a las Cortes (arc, 166.3 del
Reglamento del Congreso de los Diputados). Sin embargo, puede ocurrir que ta deci-
sibn de recalificacién no sea coincidente en las dos cdmaras, en cuyo caso serd preciso
nombrar una comisién mixta que presentard un rexto que serd sometido a votaci6n del
Congreso y del Senado. En caso de desacuerdo, la decisién de recalificar el convenio se
atribuye al Congreso de los Diputados (art. 166.3 del Reglamento del Congreso de
los Diputados).

1.2.2 La autorizacién de los acuerdos de cooperacién

El are. 145.2 CE prevé que los acuerdos de cooperacién deben ser autorizados por
las Cortes Generales. Dicha autorizacién se configura como uno de los requisitos
necesarios para la vilida formacién de voluntad negocial, por lo cual su omisién en un
acuerdo de este tipo determina la nulidad del mismo. "

A diferencia de la comunicacién de los convenios de colaboracién, la autorizacién
de los acuerdos de cooperacién supone una intervencién de las Cortes Generales ex ante
a la suscripcibn del convenio, de modo que lo que es objeto de autorizacién por el

14. Entre orros, J. 1. Lépez Gonzilez, «La posicién de las Cortes ante los convenios interregionales»
en A, Pérez Moreno y otros, Comunidades autdnomas. Solidaridad. Estatutos. Organizacidn, op. cit., pag.
243, A, Menéndez Rexach, Lor convenios entre comunidades anténomas, ap- cit., pdg. 119-121 y P. Santolaya
Machetti, Descentralizacion y cooperacidn, op. cit., pig. 409-410.

15. Asi lo entiende la totalidad de la doctrina. Entre otros, J. I. Lépez Gonzdlez, «La posicién de las
Cortes ante los convenios interregionales» en A. Pérez Moreno y otros, Comunidades auténomas. Solidari-
dad. Estarsos, Organizacifn, op. cit., pég. 231-257; A. Menédez Rexach, Lor convenios entre comunidaces
antfnomas, op. cit., pdg. 123-134; P, Santolaya Machecti, Descentralizacidn y woperacion, op. cit,, péj.
424426, y Aja y otros, Ef sistena juridico de las comunidades amténomas, op. cit., phg. 439,

En ese mismo sentido el Tribunal Constitucional ha declarado en la STC 4471986, de 17 de abril
{convenio entre la Generalidad de Catalufia y el Consejo Regional de Murcia), que un acuerdo de coope-
racién sin autorizacién previa de las Cortes Generales es nulo [FJ 4].
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Parlamento central no es un acuerdo ya firmado sino un proyecto de acuerdo que sélo
en caso de ser favorablemente autorizado puede suscribirse vilidamente.

El anteproyecto de Constitucion exigia que la autorizacién de los acuerdos de
cooperacién adoptase la forma de ley orgdnica, si bien dicha exigencia se estimé
excesivamente rigurosa y fue suprimida en la Comisién de Asuntos Constitucionales
del Congreso de los Diputados.'® En los primeros momentos de andadura constitucio-
nal, algunos autores como Menéndez Rexach se plantearon la forma que deberia adop-
tar la autorizacién de rales acuerdos. En este sentido, el mencionado autor mancuvo
que la aurtorizacién debfa ser un acto legislativo de las Cortes Generales. '’ Al respecto,
ni el Reglamento del Congreso de los Diputados (art. 166) ni el del Senado (art. 137)
establecen la forma que debe revestir la autorizacién de los acuerdos de cooperacién, si
bien en los escasos casos que ha procedido a otorgar una autorizacién ésta no ha
revestido forma legislativa, sino que ha sido adoptada como resolucién de las Cortes
Generales.

Cabria plantear qué funcién desempefian las Cortes Generales cuando autorizan
un acuerdo de cooperacién. Parece obvio que cuando el constituyente prescribié la
necesaria autorizacién de dichos acuerdos estaba estableciendo una fiscalizacién parla-
mencaria de la actuacién concertada de las partes, seguramente por el recelo con el que
veia estos acuerdos como eventuales embriones de niicleos de poder politico suscepti-
bles de amenazar la existencia del propio Estado. Ahora bien, considero que mds que
subsurnir la autorizacidn de los convenios en la clésica funcién de control, es preferible
estimar que en estos casos estamos ante una funcién patlamentatia a4 bor que seria la
relativa a la formacién de la voluntad negocial en la actividad convencional interauto-
ndémica.

2. La regulacién de los convenios horizontales en el Estatuto de autonomia
de Cataluiia y sus normas de desarrollo

El Estatuto de autonomia de Catalufia prevé en el art. 27.1 y 2 la posibilidad de
gue la Generalidad pueda celebrar convenios horizontales en los signientes términos:

«l. Para la gestidn y prestacién de servicios propios correspondientes a materias
de su exclusiva competencia, la Generalidad podrd celebrar coavenios con otras Co-
munidades Auténomas. Estos acuerdos deberdn ser aprobados por el Parlamento de
Catalufia y comunicados a las Cortes Generales y entrardn en vigor al cabo de treinta
dias de esta comunicacidn, salvo que las Cortes acuerden en dicho plazo que, por su
contenide, el convenio debe seguir el trdmite previsto en el pirrafo segundo de este
articulo, como acuerdo de cooperacién.

»2. La Generalidad también podri establecer acuerdos de cooperacién con otras
Comunidades Auténomas previa autorizacién de las Cortes Generales».

El precepto transcrite trae causa del art. 27.1 y 2 del anteproyecto de Estatuto
elaborado por la llamada Comissi6 dels Vine y fue aprobadoe en Sau por unanimidad el

16. La supresién tiene su origen en una enmienda propuesta y defendida por el sefior Solé Tura (vide
Diario de Sesiones del Congresa de los Diputades, mim. 88, de 14 de junio de 1978, pdg. 3263).
17. A. Menéndez Rexach, Los convenior entre c idades autd) , op. ¢it., pag. 128-130.
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4 de noviembre de 1978." Dicho precepto pasé a ser el art. 26.1 y 2 del proyecto de
Estaturo aprobado el 29 de diciembre de 1979 y remitido al Congreso de los Diputa-
dos. Finalmente, durante la tramicacidn de este texto en las Cortes Generales, el
Informe de la ponencia’ propuso una nueva redaccién del articulo que sélo introducia
leves modificaciones de redaccién. Este Gltimo texto coincidia con el del Dictamen de
la Comisién Constitucional™ y fue el que resulté finalmente somerido a referéndum y
aprobado por las Cortes Generales como art. 27.1y 2 del Estatuto de autonomia de
Catalufia. .

Cabe advertir que el Estaturo cacaldn, de acuerdo con la regulacién consticucional,
no circunscribe la posibilidad de celebrar convenios interautondmicos a las Comuni-
dades limitrofes tal v como ocurre en Italia, pero tampoco prevé especificamente las
relaciones convencionales con las comunidades aurénomas colindantes o con aquellas
con las que se hayan mantenido lazos histéricos y culcurales, a diferencia de lo que
ocurre con la Ley Orgdnica de Reinregracién y Amejoramiento del Fuero de Navarra
{LORAFNA) (art. 70.3), donde se prevé especificamente la posibilidad de celebrar
acuerdos con el Pafs Vasco, o el caso del Estatuto riojano (arc. 15.1), donde no existe
referencia a la posibilidad de suscribir acuerdos de cooperacién con las comunidades
limitrofes, pero si se prevé explicitamence la posibilidad de formalizar dichos acuer-
dos con los territorios forales. El Estaruco de Cataluiia tan sélo prevé en su disposicién
adicional quinta que «se facilirard la comunicacién culcural con oreas comunidades
auténomas y provincias, prestando especial atencién a todas aquellas con las que
Cacaluiia hubiese tenido particulares vinculos histéricos, culturales o comerciales».
Como puede observarse, esta disposicién no contiene ninguna referencia expresa a los
convenios interautondmicos como técnica que potencie esa comunicacion entre comu-
nidades, a pesar de que, indudablemente, estos convenios serian uno de los instru-
mentos mds idéneos para impulsar y hacer efectiva la comunicacidn cultural a la que
alude la disposicidn estatutaria transcrita.

Por otra parte, debe senialarse que el art. 27.1 y 2 del Estatuto cataldn ha sido
desarrollado por la Ley 3/1982, de 23 de marzo, del Parlamento, del presidente y del
Consejo Ejecurivo (art. 43.1.4, are. 60 y art. 71.4), que especifican la comperencia de
cada una de las instituciones en el proceso de formacién de la voluntad negocial.

18, El texto del art. 27.1 y 2 del mencionado anteproyecto era el siguiente:

«L. La Generalidad podré celebrar convenios con las otras comunidades para la gestién y la presta-
cidn de servicios propios correspondientes a marerias de su comperencia exclusiva. Estos acuerdos debe-
tdn ser aprobados por el Parlamento de Catalufia y comunicados a las Cortes Generles y entrardn en vigor
al cabo de treinca dias de esta comunicacién.

»2. La Generalidad podri, ademnds, establecer acuerdos de cooperacién con otras comunidades en los
eérminos del art. 145 de la Consticucién.»

(Véase en J. Sobrequés v S. Riera, L'Entatur &' Autonomia de Catalunya. Baser documentals per @ Festudi
del procés d'elaboracid de U'Estatur d'Autonomia de 1979, Edicions 62, Barcelona, 1979, vol. II, pig. 261).

El precepro cranscrito tiene su origen en el art, 18.1 de la primera redaccién del anteproyecto de
Estatuto realizada por la Comissié dels Vint, del 8 al 20 de septiembre de 1978, en Sau y Barcelona,
donde Gnicamente se decia que:

«La Generalidad podré establecer acuerdos de cooperacién con otras comunidades en los términos del
arr. 138 de la Consritucitn».

La redaccién de este precepto es idéntica al art. 10.1 de la propuesta presentada por Convergéncia
Democratica de Catalunya para la redaccidn del Anreproyeceo de Estaruco (/7. pdg. 161 y 231).

19. BOGC, Congreso de los Dipurados, Serie H, de 11 de agosto de 1979, nam. 9-I-1.

20. BOGC, Congreso de los Diputados, Serie H, de 24 de agosto de 1979, nam. 9-11.
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Asimismo, cabe adelantar que el Reglamento del Parlamento de Caraluiia no contiene
ninguna disposicidn relativa a la tramitacién parlamentaria de un proyecto de conve-
nio de colaboracién horizoneal.

3. Organos competentes y procedimiento para la suscripcién de convenios
entre la Generalidad de Catalufia y otras comunidades aut6nomas

3.1 Organos competentes

La suscripcidn de un convenio horizontal —sea convenio de colaboracién o acuer-
do de cooperacién— en el que sea parce la Generalidad de Catalufia es un acto comple-
jo donde deben intervenir tres 6rganos diferentes: el presidente de la Generalidad, ¢l
Consejo Ejecutivo de la Generalidad y el Parlamento de Cacalufia. Cada uno de ellos
tiene faculcades de diverso cariz sobre uno de los trimices que debe seguir un convenio
horizontal hasta su vilida celebracién.

El Consejo Ejecutivo es competente para aprobar los proyectos de convenios
horizontales tal y como dispone el are. 71.7 de la Ley catalana 3/1982, de 23 de
marzo.

El Parlamento de Catalufia debe aprobar los convenios horizonrtales que le ha
remitido a tal efecto el Consejo Ejecutivo, de acuerdo con lo dispuesto en el arr. 27.1
EAC y en el art. 43.1.4 de la Ley 3/1982, de 23 de marzo.

Finalmente, el presidente de la Generalidad firma los convenios horizontales {art.
60 de la Ley 3/1982, de 23 de marzo). A pesar de que esta facultad del presidente
aparece especificamente consignada en el precepto precitado, se trata de una compe-
tencia que de todas formas corresponderia al presidente en ranto es la institucién que
ostenta la miés alta representacién de la Generalidad de Catalufia (are. 36.2 EAC).
Ademds, la firma del presidente es un acto debido,”' a diferencia de la intervencién
del Consejo Ejecutivo y del Parlamento, que son facultades decisorias sobre uno u otro
extremo del proceso de suscripcién del convenio.

3.2 Procedimiento para su suscripcidn. Especial consideracidn de la intervencicn
parlamentaria

No existen disposiciones en el ordenamiento juridico catalin que disciplinen el
procedimiento interno que debe seguirse para la elaboracién de un proyecto de conve-
nio o de acuerdo de cooperacién del que vaya a ser parte la Generalidad de Cacalufia.
Habitualmente el proyecto de convenio horizontal serd confeccionado por el departa-
mento correspondiente a la materia sobre la que verse el convenio. Dicho proyecto
debe ser elevado al Consejo Ejecutivo para que escudie su aprobacién. Ahora bien, la
aprobaci6n de este érgano colegiado lo es Gnica y exclusivamente sobre un proyecto ya
que el texto asi aprobado s6lo dejard de ser tal proyecto tras la aprobacién del mismo
pot la Cimara autonémica.

21. A. Monteal Ferrer, «Convenis i acards de cooperacié (EAC 27.1 i 2)», en Comentaris sobre
PEstatur d'Antonomia de Catalunya, Institue d'Estudis Autondmics, Barcelona, 1990, vol. I, pig. 847
(839-852).
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3.2.1 La intervencién del Parlamento de Catalufia

El arr. 27.1 EAC prescribe la necesaria aprobacién de un convenio de colaboracién
por parte del Parlamento de Caralufia. Esa intervencién de la cdmara autonémica no
era exigida por la Constitucién, pero es posible en virtud de la remisién que el art.
145.2 CE hace a los respectivos estatutos para que disciplinen los «supuestos, requisi-
tos y términos en que las comunidades auténomas podrin celebrar convenios encre si
para la gestién y prestacién de servicios propios». El Estatuto de Catalufia es la prime-
ra norma estatutaria que precepeiia una intervencién del Parlamento autonémico en el
proceso de conclusién de un convenio horizontal.” Precisamente a partir de esta
previsidn la casi roralidad de los estatutos de autonomia y sus respectivas normas de
desarrollo han prescrito una intervencién de la cimara autonémica correspondiente en
el proceso de suscripcién de un convenio interautonémico.”

De esta manera, en el ordenamiento cataldn, una vez el proyecto de convenio ha
sido aprobado por el Consejo, éste lo debe remitir al Parlamento de Cacaluiia para que
en sesién plenaria y por mayoria absoluta apruebe el proyecto. La aprobacién parla-
mentatia convierte al texto proyectado en un convenio que ya inicamente precisard la
firma del presidente de la Generalidad. A diferencia de lo que sucede con la mayor
parte de los reglamentos del resto de parlamentos auton6micos, no existe en el Regla-
mento del Parlamento de Catalufia ninguna disposicién que prescriba el procedimien-
to parlamentario que debe seguirse en el seno de esta cdmara para otorgar, en su caso,
la aprobacién prevista por el art. 27.1 del Estatuto de autonomia de Caralufia.

22. El Estatuto de Autonomia vasco —que junto al Estatuto de Catalufia fueron los primeros en
aprobarse— prevé en su art. 22 la posibilidad de que el Pais Vasco suscriba convenios y acuerdos de
cooperacién con otras comunidades aurénomas, y ademds convenios con los territorios histéricos. Sin
embargo, la norma estacutaria vasca manciene la intervenci6n de las Cortes Generales, tal y como dispone
el art. 145.2 CE, pero no prescribe ninguna intervencion del Parlamento vasco en el proceso de suscrip-
cién de un convenio. S6lo con posterioridad a la aprobacién de aquel Estaturto, la Ley 7/1981, de 30 de
junio, Ley del Gobierno del Pafs Vasco, prevé que los convenios de colaboracién sean comunicados al
Parlamento vasco para que éste pueda oponerse a los mismos. Dicho trdmite de oposicién no se regula en
el Reglamento de aquella cdmara autonémica sinc a través de la Resolucién de cariceer general de la
Presidencia de aquel Parlamento adoprada el 8 de sepriembre de 1988. No obstante, debe sefialarse que
en este ¢aso no s crara de una intervencién parlamentaria de cardccer decisorio en el proceso de formaci6n
de la voluntad negocial como ocurre en el caso de Caralufia, pues en el ordenamiento vasco simplemente
se prescribe una comunicaci6én del convenio al Parlamento autanémica con una faculrad de oposicidén de
€ste a un convenio vilidamente celebrado, mientras que en el ordenamiento cataldn un convenio de
colaboracién no aprobado por la cimara autondmica es nulo.

23. 1a intervencién de los diferentes parlamentos autonSmicos en el proceso de suscripcién de un
convenio horizontal adopra diferenres formulaciones en los diversos ordenamientos autonémicos. Si-
guiendo parcialmente la sistemdtica propuesta por P. Santolaya Machetti (Descentralizacidn y cooperacidn,
op. cit., phg. 431 a 433), dicha intervencién de las cimaras autonémicas podria concretarse en la aproba-
¢idn de los acuerdos o convenios en los que sea parte la comunidad (Caralufia, art. 27.1 EAC; que han
seguido los estacucos de Cantabria, are. 9. 1.4 EACant; Comunidad Valenciana, art. 11.7 i EAC-Val;
Castilla-La Mancha, art. 9. 1.d EAC-LM) en la aatorizacidn y aprobacidn de cualquier acuerdo que suscriba
la comunidad (La Rioja, art. 17.1 EAL-R), en la ratificacifn de los acuerdos en los que participe la
comunidad (Aragén, art. 16.f EAArg), en la awtorizacitn de los convenios en dreas de su interés (Navarra, art.
26.5 LORAFNA), o en la autorizacién con cardcrer general (Asturias, art. 24.7 EAAst; Extremadura,
art. 164-167, Reglamento de la Asarnblea extremedia). Andalucia es la vinica comunidad donde no escd
ptevista una intervencién del Parlamencto autonémico en el proceso de suscripcién de los convenios
horizontales pues el arc. 72.2 EAAnd remite a una ley autondémica la regulacién de los supuestos y
condiciones en los que deben celebrarse dichos convenios y dicha ley rodavia no se ha adopeado.
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Es importante destacar que esta intervencidn decisoria del Parlamento de Ca-
talufia se prevé Gnicamente en relacién a los convenios de colaboraci6n para la gestién
y prestacién de servicios propios y no para los acuerdos de cooperacién. Al respecto
cabe sefialar que esta intervencién no se exige con base en un criterio previo como
podria ser la afectacién de poderes parlamentarios, por ejemplo en caso de que se
afectaran los poderes presupuestarios de la Cdmara por la via de uno de estos conve-
nios. También cabe afiadir que no se alcanza a comprender por qué se preceptiia una
intervencién de la Asamblea autonémica en la formacifn de la voluntad negocial de
los convenios de colaboracién, que son convenios de pura gestién administrativa, pero
no se prescribe esa misma intervencién decisoria del Parlamento cataldn para los
acuerdos de cooperacién que rienen una mayor envergadura, como se desprende del
hecho de que la propia Constitucién prescriba para los mismos la necesidad de que
sean autorizados por las Cortes Generales.

Se acaba de sefialar que la aprobaci6n que realiza la Cdmara catalana es una facultad
decisoria y ello es relevante porque significa que el Parlamento de Catalufia no tiene
inicamente una facultad de ratificacién de los proyectos de convenios aprobados por el
Consejo Ejecutivo sino que puede modificar los términos del texto que le ha sido remiti-
do.?* Ademis, debe subrayarse que dicha intervencién parlamentaria es un requisito para
la vdlida formacién de la voluntad negocial en rales convenios, de forma que un convenio
suscrito sin la aprobacién de la Cimara catalana determina la nulidad de aguel convenio.

La competencia del Parlamento se circunscribe tnicamente a la aprobacién del
texto que previamente debe ser aprobado como proyecto de convenio. Ello implica
que sélo al Consejo se reconoce en exclusiva la iniciativa de presentar proyeccos de
convenios y, por tanco, un grupo parlamentario no puede elevar a la Mesa un proyecto
de convenio para que sea aprobado por el Parlamento. No obstante, el Parlamento lo
que si puede hacer es instar al Gobierno de la Generalidad a través de la aprobacién de
proposiciones no de ley para que éste adopte un proyecto de convenio y dicho proyecto
sea remitido a la Cdmara para su aprobacidén.

Esta intervencién de la Asamblea catalana en el proceso de formacién de la volun-
tad negocial de un convenio de colaboracién horizontal, asi como las previsiones de la
mayor parte de los estatutos y normas de desarrollo acerca de la intervencién de su
Parlamentco autonémico en dicho proceso, ha sido valorada de forma diversa. Las
opiniones basculan entre aquellos que saludan esa participacién parlamentaria por
considerar que introduce un elemento de democratizacién y transparencia en una
actividad como la convencional que normalmente se desarrolla en sede ejecutivo-
administrativa,” y la de aquellos otros que estiman excesivo el papel atribuido a los
parlamentos en los convenios de pura gestién administrativa donde la intervencién
parlamentaria no hard mds que ralentizar la celebracién de un instrumento como el
convenio, cuya vircualidad se mide por su eficacia.”

24. Sobre la diferencia entre aprobaci6n y ratificacién véase P, Sanrolaya Macherti, Descenrralizacion
y cooperacién, op. cit., pig. 433. De la misma opinién, A. Monteal Ferrer, «Convenis i acords de coopera-
ci6 (BAC 27.1 1 2)», Comentaris a P'Esiatut & Autonomia de Catalunya, op. cit., pig. 847,

25. J. Cano Bueso «Los parlamentos autondmicos en €l sistema de cooperaciény, en J. Cano Bueso
(dir.), Comunidades autdnomas e instrumentos de cooperacidn intertervisorial, Tecnos, Parlamento de Andalucfa,
1990, pig. 82-83,

26. Aja y otros, El sistema juridico de las comunidades auténomas, op. cit., pig. 440; rambién A.
Navarro Munuera, «Las relaciones interauton6micas de colaboracién: mecanismos y posibilidades de
articulacién orgdnica», en Revisia de Administracién Pablica, nam. 120, 1989, pig. 410-411.
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3.2. La intervencion de las Cortes Generales

De acuerdo con lo previsto en el art. 145.2 CE, el Estatuco de Caralufia disocia un
régimen de intervencién de las Cortes Generales diverso segiin se trace de un convenio
o de un acuerdo de cooperacion. Asi, en el primer caso se prescribe la comunicacién al
Parlamento central y en el segundo la previa autorizacién del mismo, Salvo lo que a
continuacién se diga respecto al régimen de comunicacién que establece el Escatuto
cataldn, la aurorizacién de las Cortes Generales de un acuerdo de cooperacién donde la
Generalidad de Catalufia sea parte en nada difiere del régimen de aurorizacién que
prevé el are. 145.2 CE y por ello me remito en ese punto a 1o ya expuesto en el
epigrafe 1.2.

La Constitucién remite a los estatutos de autonomia la decerminacién del cardcter
y los efectos que debe tener la comunicacién a las Cortes Generales de un convenio de
colaboracién {arc. 145.2). En ese sentido, el Estaturo de autonomia de Caralufia
prevé un plazo de rreinta dias para la comunicacién a las Corres Generales de un
convenio de colaboracién que suscriba Catalufia. Dicho lapso de tiempo se configura,
tal y como ha sefialado Santolaya Machetti, como «una puesta en conocimiento que
otorga a las Cortes Generales, por un periodo de tiempo determinado, la facultad de
recalificar el convenio como acuerdo, en el sentido de hacer necesaria su tramitacién
como acuerdo».”” A partir de ahi, el transcurso del plazo de treinta dias opera como
condicién suspensiva de la eficacia del convenio —no de su validez— de tal manera
que si transcurrido el mismo las Cortes estiman que la calificacién del convenio de
colaboracién como tal es correcta, dicho convenio empezard a desplegar los efectos
previstos en el mismo. Por el contrario, si las Cortes Generales consideran que en
realidad es un acuerdo de cooperacidn, el convenio no entrari en vigor sino que deberi
tramitarse como tal acuerdo y recabarse la aurorizacién del Parlamento central. No
obstante, la decisién de las Corres es plenamente fiscalizable ance el Tribunal Consti-
tucitonal, en los términos ya expuestos, siempre que previamente $¢ interpusiera un
confliceo de competencias por los ejecutivos de las comunidades suscriptoras. En ese
caso, el alto Tribunal examinaria si el convenio comunicado v recalificado como
acuerdo es realmente por su contenido un convenio de colaboracién en el sentido
del arc. 145.2 CE y del arc. 27.1 EAC y decidiria finalmente la calificacién del
convenio.

Ademds, ya se ha adverrido que el Tribunal Constitucional tiene la posibilidad de
enjuiciar la calificacién de un convenio —y en dltima instancia de acabar calificindo-
lo— a través de la impugnacidn prevista en el art. 161.2 CE. Asi sucedi6 en la STC
44/1986, de 17 de abril, donde se resolvia la impugnacién interpuesta por el presi-
dente del Gobierno contra la resolucién del presidente de la Generalidad de Cacalufia
por la que sc aprobaba el convenio suscrito con el presidente del Centro Regional de
Murcia sobre participacién y cooperaci6n en cuantas actuzciones afectaran a las aspira-
ciones y necesidades comunes de ambas colectividades. En la mencionada Sentencia
nuestro mias alto Tribunal escimé que los compromisos que acordaba la Generalidad
de Caralufia y la todavia preautonomia de Murcia debian calificarse como acuerdo de
cooperacién y no como convenio de colaboracion. En este supuesto, la faculrad de
recalificacién no fue realizada por las propias Cortes Generales sino por el Tribunal

27. P. Santolaya Machetti, Dewentralizacidn y cosperacin, op. cir., pig. 411-412,
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Constitucional, quien, tal y como insiste Navarro Munuera, fue quien calificé el
convenio que aprobaba la resolucién impugnada® y, por tanto, fue quien decidi6 en
tltima instancia la calificacién del convenio y la intervencién parlamencaria necesaria
para su vilida celebracién.

4. Los convenios horizontales en las relaciones de colaboracién de la
Generalidad de Cataluia con otras comunidades auténomas

Un dato que caracteriza las relaciones de colaboracién que desarrolla la Generali-
dad de Cataluiia con el resto de los centros de poder que componen el Estado espaiiol
es el creciente desarrollo de la cooperacién vertical, entre el Estado y la Generalidad,
especialmente a través de convenios entre ambas instancias. Tales convenios no estdn
previstos especificamente en el Estatuto pero se acepta la capacidad de ambas partes
para suscribirlos. Por el contrario, los convenios y acuerdos horizontales contemplados
explicitamente en los art. 27.1 y 2 del Estatuto caraldn son hasta el momenco una
previsién potencial todavia lejos de ser una realidad en las relaciones convencionales
de la Generalidad, pues desde la aprobacién del Estatuto no se ha celebrado ningtn
convenio con otras comunidades auténomas.

4.1 El convenio entre la Generalidad de Catalufia y el Consejo Regional de Murcia

La Generalidad suscribié tempranamente en 1982 un convenio con el Consegjo
Regional de Murcia relativo 2 la participacién y cooperacién en cuantas actuaciones
afectasen a las aspiraciones y necesidades comunes de ambas colectividades, aunque
propiamente no se trataba de un convenio entre comunidades auténomas ya que la
entonces futura Comunidad murciana era en aquel momento un ente preautondmico.
El mencionado convenio fue declarado nule por el Tribunal Constitucional (STC
4411986, de 17 de abril) como consecuencia de que el presidente del Gobierno im-
pugnara por la via del art. 161.2 CE la resolucién del presidence de la Generalidad de
Catalufia que aprobaba dicho convenio. En la mencionada sentencia nuestro mds aleo
Tribunal estim6 que los compromisos que acordaba la Generalidad de Cataluiia y la
tedavia preautonomia de Muecia debian calificarse como acuerdo de cooperacién y no
como convenio de colaboracién. A partir de ahi, el Tribunal Constitucional estimé
que no habfa concurrido la aucorizacién preceptiva de las Cortes Generales para la
celebracién vilida de ese convenio y, en consecuencia, se anul§ la resolucién del
presidente de la Generalidad que aprobaba dicho convenio y, por extensién, se declaré
nulo el mismo (F] 4). En esta ocasién, la facultad de recalificacién no fue realizada por
las propias Cortes Generales sino por el Tribunal Constirucional y en consecuencia,
como se ha sefialado ances, éste rambién determiné la intervencidn parlamentaria que
precisaba aquel convenio para su vilida celebracién. Esta decisién de nuestro més alco
Tribunal ha sido criticada ya que el convenio declarado nulo s6lo contenia vagos
compromisos de colaboracién y, por ello, no se alcanzaba a comprender por qué el

28. A. Navarro Munuera, «Comentari de la Seatdncia de! Tribunal Consticucional 44/1986, de 17
de abril», en Awtonomies, nim. 8, 1987, pag. 128-129.
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Tribunal Constitucional calificé como acuerdo de cooperacién un texto que no pasaba
de una mera declaracién de colaboracién.”

4.2 Las iniciativas del Parlamento de Catalufia que han intentado impulsar la celebracion
de convenios horizontales. Especial referencia a la Resolucidn del Parlamento de
Cataluiia 321111 para la adopcidn de un convenio en materia lingéiistica

Desde 1982 la Generalidad de Catalufia no ha suscrito ningdn convenio ni acuet-
do de cooperacién con otras comunidades auténomas, aunque desde esa fecha hasta la
actualidad si que se han producido algunas iniciativas desde las instituciones caralanas
que han intentado potenciar la celebracién de estos convenios. En concreto, se estd
aludiendo a la Resolucién 32/111 del Parlamento de Catalufia, sobre la firma de un
convenio de colaboracién en materia lingiiistica entre Caralufia, la Comunidad Va-
lenciana y la Comunidad Auténoma de las Islas Baleares.*® Dicha Resolucién fue
aprobada por unanimidad el 15 de diciembre de 1988 en el seno de la Comisi6én de
Politica Cultural y el texto de la misma era el siguiente:

«El Parlamento de Caralufia manifiesta su voluntad de participar en la elaboracién
de un convenio de colaboracién en materia lingiifstica que, en una primera fase,
deberia abarcar los territorios de Caralufia, de la Comunidad Valenciana y de la Co-
munidad Auténoma de las Islas Baleares, dentro del marco previsto por la Constitu-
¢cidn y los correspondientes Estatutos de Autonomia, y insta al Gobierno de la Ge-
neralidad a iniciar con las instituciones valencianas y baleares los trimites necesarios
para proceder a la firma de dicho convenio, el cual debe establecer las bases y debe
crear los 6rganos adecuados para elaborar una planificacién lingiiistica conjunta y
coordinada que pueda conducir con criterios cientificos, modernos y eficaces a la
normalizaci6n de la lengua catalana en todos los Zmbitos de uso y en todo el dominio
lingiiistico, y que pueda docar, al mismo tiempo, a estas instituciones de los elemen-
10§ que garanticen un espacio cultural y de comunicacién catalanes y una adecuada
proyeccibn exterior de la lengua comiin.»

Esta Resolucién crae causa de una proposicién no de ley presentada por el grupo
parlamentario de Esquerra Republicana de Catalunya bajo el titulo de «proposicién
no de ley sobre la firma de un Tratado de Unién en materia lingiifstica entre las
distintas administraciones del territorio de los Paises Catalanes».”’ Sin embargo, el
contenido de la Resolucién aprobada no es idéntico al de la proposicién no de ley
inicialmenre presentada, ya que durante la tramitacién parlamentaria se introdujeron
modificaciones terminolégicas y también se ampli6 su contenido en el sentido que a
continuacién se verd,

En relacién al primer excremo, se suprimié la referencia a los «Pafses Catalanes»
¥, en su lugar, se mencionaron a las posibles comunidades suscriptoras de ese conve-
nio, Cartalufia, la Comunidad Valenciana y las Islas Baleares. Ademds, el término
tratadp de unién no aparece en la Resolucién finalmente aprobada ya que fue cambiado

29. Un comentario critico a este pronunciamiento, en A. Navarro Munuera, «Comenrtari de la
Senténcia del Tribunal Constitucional 44/1986, de 17 d'abrils, op. ait., pig. 129.

30. BOPC, nam. 30, de 28 de diciembre de 1988. {Traducimos del cataldn las citas de las resolu-
ciones y proposiciones parlamentarias publicadas en el BOPC.)

31. BOPC, nim. 21, de 14 de noviembre de 1988,
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por el de convenio de colaboracién. Esta modificacién se imponia desde un punto de vista
estrictamente juridico puesto que en el bloque la constitucionalidad frarzds es una
acepcién reservada inicamente para los acuerdos internacionales y la celebracién de
éstos corresponde en exclusiva al Estado espafiol. Por el contrario, convenio de colabora-
cién era el término adecuado porque ésta es la figura prevista expliciramente por la
Constitucién (art. 145.2) y al Estatuto de autonomia de Cataluiia (art. 27.1y 2) para
formalizar un pacto interautonémico como el que se pretendia proponer.
Asimismo, en el transcurso del debate parlamentario se decidié ampliar el conte-
nido de la proposicién inicial, pues en ésta s6lo se instaba a que el Gobierno de la
Generalidad iniciara los contactos policicos y los trimites juridicos necesarios para
ltegar a suscribir aquel convenio, mientras que en la Resolucién 32/1II se declara
ademds la voluntad del Parlamento de participar en la elaboracién de dicho conve-
nio.” No obstante, cabe sefialar que este inciso de la Resolucién resulta superfluo
pues en el propio ordenamiento cataldn (art. 27.1 EAC y art. 43.1 de la Ley 3/1982,
de 23 de matzo, Ley del Parlamento, del presidente y del Consejo Ejecutivo de la
Generalidad) ya se exige con cardcter preceptivo una intervencién del propio Parla-
mento autondmico a través de la aprobaci6n de los convenios de colaboracién —no de
los acuerdos de cooperacién— como requisito para ser vilidamente suscritos.
Conviene adelantar que, transcurridos cinco afios desde la aprobacién de esa Reso-
lucién, el Gobierno de la Generalidad no ha remitido ningiin proyecto de convenio en
materia lingiifstica con la Comunidad Valenciana y las Islas Baleares. Cabe advertir
que en el hipotético caso de que hubiera llegado a suscribirse un convenio como el que
se solicitaba s6lo hubiera tenido efectos entre las comunidades signararias pero no en
otros estados, ni en otras regiones o territorios integrantes de estados extranjeros, ni
en zonas de otras comunidades auténomas no firmantes donde se habla catalidn.
Interesa insistir en la limitacién de la eficacia espacial de un hipotérico convenio
como el que se proponia adoprtar, ya que del texto de la Resolucién parece adivinarse
la intencibn pro future de extender la eficacia del mismo a territorios catalanoparlances

32. El Sc. Carod-Rovira en representacién del grupo parlamentario Esquerra Republicana de Ca-
talunya defendi6 la proposicién no de ley ante la Comisién de Politica Cultural y argumentd la uriliza-
cién de la denominacién de «tratado de unién» por mantener un paralelismo con el rratado de unién
firmado entre Flandes y Holanda, en el drea de expresién flamenca de Bélgica, para incidir en el esrado
acrual y fururo desarrollo de su comiin lengua holandesa (Diaré e Sessions, Comissié de Politica Cultural,
nam. 31, de 15 de diciembre de 1988, pig. 672-673). En relaci6n a esta cuestitn, se presentaron sendas
enmiendas de modificacién, una enmienda por parte del Grupo Socialista que proponia hablar de «con-
venios de colaboracién [...] enere las distintas adminiscraciones de los pafses de habla catalana»; y otra
del grupo de Convergéncia i Unié, en favor de la expresién «argerdo entre Caralufia y las comunidades
autdnomas de Valencia y de las Islas Baleares dencro del marco previsto en la Consticucién y en los
estatutos de auronomia.» (BOPC nim. 28, de 20 de diciembre de 1988). Igualmente, el texto de esta
proposicién no de ley y las enmiendas presentadas a la misma dio lugar a la elaboracién de un Informe a
cargo de letrado del Parlamento de Caralufia, Sr. Joan Vinteé, donde se advertia que la terminologia
urilizada en la proposicién no de ey debia modificarse por 1a de convenio de colaboracién de acuerdo con
la previsea por la Constitucién y el Estatuto catalin (Informe facilitado por el Servicio de documentacién,
biblioteca y archivo del Parlamento de Catalufia). Finalmente, hubo acuerdo entre todos los grupos y se
voté la proposicién con el sentido indicado en el mencionado Informe (Diari de Sestions, Comissié de
Politica Cultural, niam. 31, de 15 de diciembre de 1988, pig. 677).

33, Dicho pérrafo fue introducido coma consecuencia de la aceptacién de la enmienda de modifica-
ci6n que en ese sentido presents el Grupo de Convergéncia i Unié (BOPC, nim. 28, de 20 de diciembre
de 1988).
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que no forman parce del Estado espafiol. Esa intencién se infiere del tenor literal de la
propia Resolucién donde se hace una delimitacién temporal explicita de los efectos
espaciales de aquel hiporérico convenio cuando se dice que las partes suscriptoras del
mismo habrian de ser las ya mencionadas pero s6lo «en una primera fase» pues la
misma Resolucién sefiala, también de forma expresa, que el objeto de aquel eventual
convenio seria «elaborar una planificaci6n lingiistica conjunta y coordinada que pue-
da conducir {...] a la normalizacién de la lengua catalana er todo ! dominio lingéiisticon.

La extensi6n de los efectos de aquel hipotético convenio interautomdético a la
totalidad de los territorios donde se habla la lengua catalana implicaria la extensidn de
los efectos del mismo a territorios no integrados en el Estado espafiol o a territorios
que forman parte del mismo pero que corresponden a una comunidad auténoma no
suscriptora del convenio. Las soluctones juridicas que deberian arbicrarse para conse-
guir aquella finalidad serfan diversas en uno y otro caso.

Asi, seria posible extender los efectos de aquel hipotético convenio a territorios de
otra comunidad auténoma donde existen zonas caralanoparlantes (caso de la Comuni-
dad de Aragén, concrecamente en relacién a la franja limitrofe con Catalufia). No
obstante, dicha extensién sélo serfa admisible si mediara la adhesién de esa comuni-
dad al convenio que inicialmente hubieran suscrito la Comunidad Valenciana, Islas
Baleares y Caraluda.

Sin embargo, esta solucién no seria posible cuando estuvieran implicados territo-
rios que no forman parte del Estado espafiol. En este caso, la extensién de los efectos
previstos en ese eventual convenio interautonémico a otro Estado donde se hablara
catalin {como podria ser Andorra) o bien regiones o territorios catalanoparlances pero
no pertenecientes al Estado espafiol (tal seria el caso de Lenguadoc-Rosellén o el
Alguer) precisaria la previa suscripcién de un acuerdo internacional entre el Estado
espafiol y los estados a los que pertenecen esas regiones y territorios. > En tal supuesto,
la Generalidad de Cataluiia s6lo podria solicitar que el Gobierno estatal celebrase un
acuerdo internacional de esas caracteristicas, tal y como dispone el arc. 27.4 EAC,
pero la suscripcién del mismo corresponderfa al ejecutivo del Estado.

La Resolucién 32/III es la acruaci6én mds importante que ha adoptado el Parla-
mento de Catalufia para potenciar la suscripcién de un convenio interantonémico, en
este caso en maceria lingiifstica. Sin embargo, no ha sido una accuacién aislada ya que
la Cdmara catalana también adoptd otra resolucién, la Resolucién 33/11I del Parla-

34. En ambos supuestos se precisaria la celebracién de un trarado inrernacional, pero en el caso de
las regiones transfronterizas hubiera sido posible concluir un acuerdo de cooperacién transfronteriza con
base en el Convenio matco sobre cooperacién transfronceriza adoprado en el seno del Consejo de Europa el
2} de mayo de 1980, ratificado por Francia y por Espafia. No obstante, en este dltimo supuesto se
hubiera requerido de todas maneras la previa firma de un acuerdo interestaral debido a la reserva que en
ese sentido formulé el Gobierno francés al firmar el mencionado Convenio,

5i se suscribiera un acuerdo entre rerritorios que no forman parte del Estado espafiol y comunidades
auténomas, escariamos ante lo que se conoce como gentlement’s agreement o pactos informales que no
pueden desplegar efectos juridicos. Sobre el tema pueden consulrarse entre otros, E. Aja Ferndndez, «El
Ministerio de Asuntos Exteriores y la accién exterior de las comunidades auténomas. Notas sobre el
debace», en Informe Pi i Sunyer sobre comunidades autfnomas. 1989, Civitas, Fundacié Carles Pi i Sunyer
d'Estudis Autondmics i Locals, Barcelona 1990, pig. 245-248; Relaciones internacionales y comunidades
autdnomas, Instituc d’Escudis Autondmics, Barcelona, 1990, especialmente, pig. 25-77, y C. Ferndndez
de Casadevante Romani, La cooperacidr iransfronteriza en of Pirines: su gestidn por las comunidades anténomas,
Instituto Vasco de Administracién Pablica, Ofati, 1990, especialmente, pig. 52-63, 101-114.
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mento de Caralufia, sobre intercambios escolares encre los territorios de la comunidad
lingiifstica catalana, que incidia de nuevo sobre el tema de la lengua. A través de esta
Resolucién se instaba en uno de sus puntos —no de forma monotemdtica como en el
caso de la Resolucién 32/I11— a que el Consejo Ejecutivo procurara:

«La firma de convenios con los gobiernos auténomos de Aragén, de la Comunidad
Valenciana y de las Islas Baleares, con el fin de favorecer y de regularizar estos intercam-
bios, acogiéndose a las facultades que otorga el articulo 145.2 de la Constitucién».”

Tampoco en este caso el Gobierno de la Generalidad ha remitido hasta la fecha un
proyecto de convenio entre Catalufia, la Comunidad Valenciana, Islas Baleares o Ara-
g6n en materia lingiiistica para su aprobacién por el Parlamento autonémico. De ahi
tampoco pueden derivarse responsabilidades juridicas para el ejecutivo cataldn por no
haber propuesto o adoptado las medidas a las que se le ha instado a través de las
mencionadas resoluciones ya que, tal y como entiende la doctrina dominante, este
tipo de pronunciamientos parlamentarios son un instrumento de orientacién politica
que carece de efectos juridicos y, por tanto, sélo pueden considerarse como meras
recomendaciones para el 6rgano al que se dirigen.*

Si inceresa destacar que en aquellos casos en los que el Parlamento ha instado al
Gobierno de la Generalidad para que iniciase negociaciones tendentes a la suscripcién de
un convenio horizontal han sido siempre en relacién a la mareria lingiiistica. Ello de-
muestra que esta técnica de cooperacién podria desplegar en ese dmbito una gran virtuali-
dad para poner en marcha multicud de programas y proyectos relacionados con la lengua
en las comunidades catalonoparlantes sin la intervencién de la Administracién central.

4.3 La ausencia de convenios horizontales en los que sea parte la Generalidad de Cataluiia:
posibles cansas

El hecho de que la Generalidad de Cataluiia no haya suscrito ningin convenio con
otras comunidades auténomas no es excepcional en el conjunto del Esrado autonémi-
0, ya que una de las notas caracteristicas de éste es la escasa relevancia que tiene la
colaboracién horizontal frente a la extracrdinaria profusién que, por el contrario, si ha
alcanzado la cooperacién vertical.

Una buena muestra de la escasa proclividad a la suseripién de convenios horizon-
tales por nuestras comunidades aut6nomas es el signiente dato: frente a los doscientos
—o incluso mis de doscientos convenios, segin el afio— que se suscriben anualmente
encre el Estado y las comunidades® no se han celebrado ni una decena de convenios

35. Esta Resolucién, a} igual que la 32/111, fue aprobada en el seno de la Comisién de Politica
Culrural en su sesién de 15 de diciembre de 1988 (BOPC, niim. 30, de 28 de diciembre de 1988).

36. Encre otros F. Santaolalla Lépez, Derecho parlamentario espaiiol, Espasa Calpe, Madrid, 1990,
pig. 381-382; 0 J. Solé Tura y M. A. Aparicio Pérez, Las Cortes Generales en el sistema constitucional,
Tecnos, Madrid, 1988, pig. 223, 225-226. Estos dltimos mantienen que en el caso de incumplimiento
de estas resoluciones parlamentarias el Gnico mecanismo que existe para concrofar ¢l cumplimiento de la
resolucién es que el Parlamento apruebe ocra proposicién no de ley que le recuerde la anterior (id., op.
cit., pig. 226).

37. Los datos relacivos a estos convenios pueden consultarse en Informe Pi i Sunyer sobre comunidades
auttnomas. 1989, Civitas, Fundacié Carles Pi i Sunyer d'Escudis Locals i Autondmics, Barcelona, 1990;
Id. 1990, Civitas, Fundaci6 Carles Pi i Sunyer d'Estudis Locals i Autondmics, Barcelona, 1991; Id.
1991, Fundaeié Carles Pi i Sunyer d’Estudis Locals i Autondmics, Barcelona, 1992, e Informe sobre
comunidades anténomas. 1992, Instiruto de Derecho Piblico, Barcelona, 1993,
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interautonémicos en toda nuestra andadura constitucional. En concreco, en los tres
dltimos afios no se ha suscrito ninguno pero durante el pasado afio circulb un proyecto
de convenio entre Navarra, Aragén y La Rioja sobre el canal del Ebro y se baraj6 la
posibilidad de que Catalufia también llegara a suscribirlo. En cualquier caso, la cele-
bracién de convenios horizontales no es habitual e incluso, podria llegar a pensarse si
acaso esta técnica cooperativa no ha encrado en una fase de cuasifosilizacién.

Las posibles causas de la no suscripcién de convenios interautonémicos por parte
de la Generalidad de Caralufia son diversas. Algunas de ellas son causas generales que
pueden aclarar por qué la totalidad de las comunidades auténomas —y no sélo la
Generalidad de Catalufia— no tienden a suscribir entre si estos convenios. Sin embar-
go, también pueden encontrarse algunas causas que concurren especificamente en
Catalufia y que han determinado la nula actividad convencional desarrollada por la
Generalidad con otras comunidades. Igualmente, cabe sefialar que las posibles causas
que se enumeran a continuacién ni tienen cardcter exhaustivo, ni todas ellas partici-
pan del mismo cardcrer, pues algunas tienen su origen en las propias peculiaridades de
la puesta en marcha y desarrollo del Estado de las autonomias, otras son de cariz
juridico y, en ocasiones, también de cariz politico, ya que ro puede desconocerse que
detrds de todas las relaciones cooperativas existe una determinada apritud politica
entre las correspondientes instancias de gobierno.

4} La construccién del Estado de las autonomias a partir de la anterior estructura
centralista ha determinado en la primera fase de desarrollo autonémico una prefe-
rencia de la Generalidad de Cataluia y de todas las comunidades auténomas por el
craco bilateral con la Adminiseracién ceneral.

El escasisimo desarrollo de la actividad convencional interautonémica es uno de
los rasgos de nuestro sistema, donde las relaciones convencionales verticales se han
desplegado sin un desarrollo previo de las relaciones cooperativas horizontales. Ello
diferencia a nuestro sistema de lo que es habitual en los estados compuestos con una
tradicién cooperativa consolidada, como es el caso de la experiencia alemana, donde
las relaciones entre la instancia central y las territoriales se han desplegado a partir de
una amplia y previa red de relaciones entre éstas Gltimas. Posiblemente ello se deba a
l2 propia idiosincrasia del sistema espafiol, pues no debe alvidarse que la puesta en
funcionamiento y conscruccién del Estado de las autonomias ha corrido paralela al
progresivo desmantelamiento de un Estado caracterizado a lo largo de la mayor parce
de su historia por un férreo centralismo. Ello aclara parcialmente la ausencia de una
aptitud desde las propias comunidades auténomas a suscribir convenios entre si y, por
el contrario, permiriria explicar la profusa celebracién de convenios entre las comuni-
dades con el Esrado desde los primeros momentos de la andadura constitucional y
autonémica.” Ademds, seguramente, tales convenios verticales son los sucesores en la

38, Los convenios entre el Estado y las comunidades auténomas no aparecen expresamente previstos
en la Constitucién, pero siempre se ha admirido la capacidad de ambas partes para poder suscribirlos y se
ha interprecado que el silencio constitucional acerca de los mismos obedece a que el constituyente creyé
que se tracaba de una mencién innecesaria que no era preciso llevar a la Constitucién. Por lo que respecta
a los estacucos de autonomia, sélo la Ley orgdnica de reintegracién y amejoramiento del Fuero de Navarra
(art. 65 LORAFNA) y el escaruco de la Comunidad Valenciana (art, 42, 1 EAC-Val) prevén expresamente
la celebracién de convenios entre el Estado y aquellas comunidades.
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nueva organizacién territorial de los maltiples convenios que suscribian la Adminis-
tracién central y las dipuraciones provinciales en épocas anteriores. No obstante,
después de mds de una década de autogobierno para las comunidades auténomas,
concretamente quince en el caso de Catalufia, éstas siguen mostrando una preferencia
por las técnicas de cooperacién vertical y, por el contrario, no suscriben convenios
entre ellas, lo que, a juicio de un sector doctrinal, responderia probablemente a que
todavia nos encontramos en una primera fase del desarrollo auron6émico.”

#) La acentuada proclividad de la Generalidad de Cacalufia por mantener relaciones
cooperativas bilaterales con la Administracién central

Esa primacia de las relaciones convencionales verticales es especialmente acentua-
da en el caso de la Generalidad de Catalufia, que siempre ha mostrado una clara
preferencia por entablar relaciones cooperativas bilaterales con el Estado.® Asi lo
verifica, por ejemplo, e}l hecho de que desde 1988 sea una de las comunidades que mds
convenios suscribe anualmente con la Administracién central.*’ A pesar de ello, y a
diferencia de lo que ha ocurrido en algunas comunidades, no se encuentra en el orde-
namiento catalin ninguna disposicién que intente disciplinar el régimen de estos
convenios. ¥

En muchos casos los convenios que se suscriben con el Estado tienen por objeto la
puesta en marcha de proyectos o la resolucién de problemas que no precisarian en
principio la intervenci6n estatal y que podrian resolverse a través convenios interauto-
némicos. Los ejemplos en ese sentido son muiltiples; asf, uno de los que resulea mds
ilustrativo es constacar cémo para la promocién y el desarrollo del Pirineo navarro,
aragonés y catalén se han concluido los convenios bilaterales «Cultural Campo/Piri-
neos» entre cada una de las comunidades afectadas y el Estado, en lugar de celebrar un
convenio horizontal entre las tres comunidades que sirviera a los mismos fines y
obviara la presencia de la Administraci6n estatal. Esa proclividad de la Generalidad de
Cataluiia por la cooperacién bilateral no sélo se revela por la profusa urilizacién que se
hace entre ambas partes de los convenios verticales sino que tiene otras manifesca-
ciones; quizd una de las mas emblemdticas sea la constitucién de la Comisién Bilate-

39, E. Alberci i Rovira, E. Aja Ferndndez, T. Fonr i Llover, X. Padrés i Castillén y J. Tornos i Mas,
Manual de dret piiblic de Catalunya, Inscicut d'Estudis Autondmics, Barcelona, 1992, pig. 502,

40. Un examen de las relaciones de colaboracién entre la Generalitat y el Estado en E. Alberti y
ottos, Manual de dret piiblic de Catalunya, op. cit., pég. 498-502. Un estudio monogréfico sobre estas
relaciones en E. Alberei | Rovira, «La colaboracién entre ¢! Estado y la Generalidad de Catalufia», en
Auntenomier, mam. 12, 1990, pig. 51-63.

41, Vide Informe Pi i Swnyer sobre comunidades anténomas. 1989, op. cit.; 1d. 1990, op. cit.; Id. 1991, op.
cit.; Informe sobre comunidader amdnomas, 1992, op. cit.

42. En la actualidad, el régimen de los convenios entze Estado y comunidades aut6nomas es regula-
do con cardceer basico por la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Juridico de las Ad-
ministraciones pablicas y del procedimiento administrativo comin (art. 6 y 8). Sin embargo, con
anterioridad a dicha Ley ya algunas comunidades habian regulado aspectos del régimen de los convenios
verticales, especialmente el extremo relativo a la intervencién de la respectiva cimara auton6mica en el
proceso de suscripcién de los mismos. Tal es el caso del ordenamiento navarro (art, 26.5 de la LORAF-
NA, art. 9.5 de la Ley foral reguladora del Gobierno y de la Administracién de la Comunidad Foral de
Navarra y art. 14.¢, 21.¢ y f de la Ley del Gobierno valenciano y are. 163 del texto refundido del
Reglamento de las Cortes Valencianas} y del ordenamiento de la Comunidad de Madrid (art. 81.2 de la
Ley 9/1990, de Hacienda de la Comunidad de Madrid).
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ral de Cooperacién el 7 de mayo de 1987 y cuya composicién es paritaria entre miem-
bros de la Administracién central y de la Administracién de la Generalidad de Ca-
talufia.

¢) La Sentencia del Tribunal Constitucional 44/1986, de 17 de abril

Ademis, entre las causas que probablemente han determinado la ausencia de con-
venios encre Catalufia y otras comunidades aurénomas se encuentra la mencionada
STC 44/1986, de 17 de abril, que declaré nulo el convenio suscrito entre la Ge-
neralidad y el Consejo Regional de Murcia. Es posible que este pronunciamiento
adverso para las partes suscriptoras de aquel convenio refrenara la celebracién de nue-
vos convenios horizoncales. Quizéd esa sentencia, muy criticada, como ya se ha puesto
de manifiesto, desalencara a la Generalidad para suscribir nuevos convenios interauto-
némicos ante el temor de una eventual anulacién de los mismos en sede constitucio-
nal. En tal caso, este pronunciamiento no sélo habria influido en la aceual ausencia de
convenios entre la Generalidad de Caralufiz y otras comunidades, sino que rambién
habria contribuido a reforzar la preferencia de la Generalidad por mantener relaciones
cooperativas verticales,

4) El rigido procedimiento para la celebracién de convenios horizontales previsto en
la Constitucién y en el Estaruro de autonomia de Caralufia

Junto a las razones anteriores, no debe olvidarse que otra de las causas de la escasa
suscripcién de estos convenios radica seguramente en el riguroso tratamiento patla-
mentario que impone la Conscitucién para la celebracién de convenios horizontales y
que también ha previsto el Estatuto de autonomia de Caralufia, asi como la mayor
parte de las demds normas estatutarias. En el ordenamienco cataldn, la intervencién de
la Cdmara autonémica es preceptiva para concluir convenios de mera gestién ad-
ministrativa y ello contribuye a ralencizar la suscripcién de una técnica cooperativa
llamada a solucionar de forma eficaz problemas concretos. De ahi que en muchas
ocasiones las comunidades auténomas concluyan pactos informales que no se plasman
en la suscripcién de un convenio precisamente para obviar la rigurosa intervencién
parlamentaria impuesta consticucional y estacucariamente.

4.4 La existencia de relaciones de cooperacion interautondmicas al margen de la técnica de los
conventos horizontales

A partir de lo que hasta ahora se ha dicho, se deduce que la actividad convencional
interautonémica tiene una escasa y decreciente importancia en las relaciones de co-
laboracién entre las diferentes instancias territoriales del Estado espaiiol. Ahora bien,
de ah{ no cabe inferir que las comunidades auténomas no hayan encablado relaciones
de colaboracién entre ellas a nivel bilateral o mulcilateral. Dichas relaciones existen,
lo que ocurre es que no se han formalizado ni desarrollado a partir de convenios
horizontales, posiblemenre, tal y como se acaba de apuncar, para evitar el rigido
régimen de celebracién previsto por la Constitucién y los estacuros de autonomia. Es
el caso, por ejemplo, de la constitucion de la Federacién Organizativa de Radiotelevi-
siones Autonémicas (FORTA), que agrupa a las radiotelevisiones de todas las comuni-
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dades y que ha adoptado la forma de asociacién de derecho privado.” Al respecto,
cabria sefialar que la constitucién de sociedades como ésta se ha convertido en una
forma de canalizar las relaciones cooperativas interauton6émicas a través de las cuales se
consigue obviar los requisitos procedimentales que la Constitucién y los estatutos
disponen para la celebracién de convenios horizontales, que son los cauces explicita-
mente previstos en el bloque de la constitucionalidad para articular las relaciones de
colaboraci6n entre las comunidades auténomas.

A modo de recapitulacién, destaquemos que en 1978 los convenios interautont-
micos inspiraban recelos y temores al consticuyente como eventuales embriones de
centros de poder politico alternativos y amenazantes para el Estado. Ello determiné
un procedimiento formal que prevefa la comunicacién de los convenios de colabora-
ci6n a las Cortes Generales y la autorizacién de éstas para la celebracién de los acuer-
dos de cooperacién. También el Estatuto de Cartalufia y la mayor parte de los estaturos
previeron la celebracién de convenios interauton6micos, posiblemente por inercia del
texto constitucional, pero, ademds, exigieron nuevos trimites para la suscripcién de
los mismos. Concretamente, en el caso del Estatuto cataldn se prescribi6 la aprobacién
del Parlamento autonémico para la celebracién de convenios de mera gestién ad-
ministeativa. El temor que inspiraban los convenios horizontales —y que motivd la
actual regulacién constitucional del art. 145.2 CE— carece hoy de sentido y los
procedimientos articulados para la suscripcién de convenios interautondmicos se han
revelado excesivamente complejos y rigidos para poder celebrar uno de estos conve-
nios. La consecuencia de ello es que probablemente esa tegulacién juridica ha condu-
cido a la no suscripcién de convenios horizontales y, asimismo, ha propiciado que las
relaciones interautonémicas —bilaterales y multilaterales— se entablen a través de
pactos informales cuya formalizacién y mds ain su constancia sean de dificil co-
nocimiento. Ello implica la existencia de una importante zona de penumbra sobre las
actuaciones autondmicas que son resultado de relaciones cooperativas con otras comu-
nidades y, en muchos casos, tales actuaciones podrian suponer una huida de los proce-
dimientos constitucionales y estatutarios para entablar esas relaciones.

43, Precisamente en Alemania un acuerdo interadministrativo entre Lander creé el llamado Grupo
de Trabajo de las Instituciones de Radiotelevisién de Alemania (A rheissgemeinschaft der Rundfunksansiten in
Dentichland, ARD), ente cuyas funciones figuraba articular las relaciones de cooperaci6n entre las socie-
dades de radiotelevisi6n de los Lander. Una completa informacién sobre este 6rgano mixto puede véase en
E. Alberti Rovica, Federalismo y cooperacign en la Repiiblica Federal Alemana, op. cit., pig. 511-512.









